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Recomendación 09/2012 

 

La Recomendación 9/2012 se emitió a la Secretaría de Salud del Estado de México, el 2 de julio de 2012, 

por violación a los derechos humanos a la vida, integración personal y al disfrute del más alto nivel posible 

de salud materna e infantil. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el expediente 

respectivo y consta de 36 fojas. 

 

Concluida la investigación de los hechos referidos en el expediente citado al 

epígrafe, esta comisión procedió al análisis de la queja, a la valoración de los 

informes allegados de las pruebas aportadas y demás evidencias reunidas con 

motivo de la sustanciación del procedimiento, y resolvió la existencia de 

elementos que comprueban la violación a derechos humanos de la señora 

Hidalia Pérez Montejo y de la recién nacida de apellidos Guerrero Pérez, bajo 

las consideraciones siguientes: 

 

 

Descripción de la queja 

 

El 13 de septiembre de 2010, a las 08:40 horas, la señora Hidalia Pérez 

Montejo acudió con trabajo de parto al Servicio de Urgencias del Hospital 

Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, en Otzolotepec; lugar en el que fue 

valorada por médico obstetra quien indebidamente consideró que presentaba 

embarazo de 37 semanas e indicó se le administrara oxitocina. 

 

A las 10:30 horas del mismo día, nació la menor Guerrero Pérez, de 33 

semanas de gestación, quien fue diagnosticada con padecimientos 

respiratorios graves, condicionados por la administración del referido 

medicamento a la señora Pérez Montejo; tras recibir atención pediátrica 

durante dos horas y 35 minutos, falleció a causa de: asfixia severa, prematurez 

y enfermedad de membrana hialina. Por los hechos de queja, se inició la 

carpeta de investigación 070020360107910 tramitada en la Mesa Tercera de la 

Fiscalía Especial en Delitos Cometidos por Servidores Públicos en Toluca. 
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Procedimiento de la investigación 

 

Para la integración del expediente de queja, se solicitó el informe de ley al 

secretario de Salud del Estado de México; en colaboración, se requirió 

información a la Procuraduría General de Justicia de la entidad; se recabaron 

las declaraciones de servidores públicos relacionados con los hechos; y se 

obtuvo un dictamen médico emitido por la Comisión Nacional de Arbitraje 

Médico. Además, se recibieron, admitieron, desahogaron y valoraron las 

pruebas ofrecidas. 

 

Ponderaciones 

 

Violación a los derechos humanos a la vida, integridad personal y al 

disfrute del más alto nivel posible de salud materna e infantil 

 

El derecho a la vida no sólo presupone la protección estatal contra su privación 

arbitraria, sino que requiere además la adopción de medidas positivas 

tendentes a protegerla y preservarla. 

 

El derecho a la integridad personal, en el ámbito de la salud, guarda una 

estrecha relación con el diverso a la protección de ésta, dado que la provisión 

de servicios adecuados y oportunos de salud materna a cargo del Estado 

constituye una de las principales medidas para garantizar el derecho a la 

integridad personal. 

 

Así, los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e 

inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana, que no se 

reduce al derecho a estar sano, sino a la generación de condiciones adecuadas 

que permitan su disfrute al más alto nivel posible, tanto físico como mental y 

social, indispensable para el ejercicio de los demás derechos. 

 

En el artículo 1, párrafos uno a tres, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos se establece que las personas gozan de los derechos 

humanos reconocidos en su texto y en los tratados internacionales integrados 
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al orden jurídico nacional; también se enuncia el principio pro homine que 

favorece la interpretación de las normas para brindar la protección más amplia 

al ser humano, y obligaciones estatales para respetar y garantizar tales 

derechos. 
 

Ahora bien, el derecho a la protección de la salud, por su importancia 

fundamental, está previsto en el artículo 4, párrafo cuatro, constitucional: 

 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las 

bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 

salubridad general. 

 

De igual forma, los derechos a la vida, integridad personal y protección de la 

salud se reconocen en diversos instrumentos declarativos: 

 

En la Declaración Universal de Derechos Humanos, se refiere: 

 

Artículo 3. Toda persona tiene derecho a la vida […] y a la seguridad de su 

persona. 

 

Artículo 25.1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 

asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial […] la 

asistencia médica […] 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a 

cuidados y asistencia especiales. 

 

Ahora bien, en relación con los derechos del menor, se dispone en el principio 

4 de la Declaración de los Derechos del Niño lo siguiente:  

 

El niño […] Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este 

fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, 

incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de […] 

servicios médicos adecuados.  

 

En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre se prevé 

lo siguiente:  

 

Artículo I. Toda persona tiene derecho a la vida […] y a la seguridad de su 

persona. 
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Artículo VII. Toda mujer en estado de gravidez […] así como todo niño tiene 

derecho a protección, cuidados y ayuda especiales. 

 

Artículo XI. Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por 

medidas sanitarias y sociales, relativas a la […] la asistencia médica. 

 

Aunado a lo anterior, el Estado Mexicano ha ratificado diversos tratados 

internacionales, en los que se consagran los mencionados derechos, a saber:  

 

En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cardinal 6.1, se prevé 

que: “El derecho a la vida es inherente a la persona humana”, y en el diverso 

9.1, lo siguiente: “Todo individuo tiene derecho a […] la seguridad personal”. 

 

En el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

artículo 12, párrafos uno y dos, se plasma:  

 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.  

 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Parte en el Pacto a fin 

de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 

para: a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano 

desarrollo de los niños […] d) La creación de condiciones que aseguren a 

toda persona asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad. 

 

En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 4, se dispone: 

“1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 

protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción”. Y en 

su numeral 5, lo siguiente: “1. Toda persona tiene derecho a que se respete su 

integridad física, psíquica y moral”. Y en el Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, numeral 10, se establece: “Toda persona tiene derecho a 

la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, 

mental y social”. 
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Finalmente, en el artículo 24 de Convención sobre los Derechos del Niño, se 

prevé que el menor y la madre deberán gozar de cuidados especiales, 

adecuada atención prenatal y postnatal para la reducción de la mortalidad 

infantil: 

 

1. Los Estados Parte reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto 

nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y 

la rehabilitación de la salud. Los Estados Parte se esforzarán por asegurar 

que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios 

sanitarios.  

 

2. Los Estados Parte asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en 

particular, adoptarán las medidas apropiadas para:  

 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;  

 

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que 

sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la 

atención primaria de salud;  

[…] 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres;  

[…] 

3. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas 

posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la 

salud de los niños.  
 

 

En el ámbito jurídico interno, el derecho a la protección de la salud también se 

encuentra en los artículos: 2, 27, 51 y 61 de la Ley General de Salud, y en el 

diverso 9 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación 

de Servicios de Atención Médica: 

 

Artículo 2. El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes 

finalidades: 

 

I. El bienestar físico y mental del hombre […] 

 

II. La prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida humana […] 
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Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se 

considera servicios básicos de salud los referentes a: 

[…] 

IV. La atención materno-infantil […] 

 

Artículo 51. Los usuarios tendrán derecho a obtener prestaciones de salud 

oportunas y de calidad idónea y a recibir atención profesional y éticamente 

responsable, así como trato respetuoso y digno de los profesionales, técnicos 

y auxiliares.  

 

Artículo 61. […] La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y 

comprende, entre otras, las siguientes acciones: 

 

I. La atención integral de la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio 

[…] 

 

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimiento y desarrollo […] 

 

Artículo 9. La atención médica deberá llevarse a efecto de conformidad con 

los principios científicos y éticos que orientan la práctica médica.  
 

 

Esta defensoría de habitantes documentó que, en el caso que nos ocupa, se 

violaron los derechos humanos de la señora Hidalia Pérez Montejo y de la 

recién nacida Guerrero Pérez, como a continuación se desglosa: 

 

a) El 13 de septiembre de 2010, el médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez, 

adscrito al Hospital Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, de la 

Secretaría de Salud del Estado de México, transgredió los derechos humanos a 

la vida, integridad personal y al disfrute del más alto nivel posible de salud 

materna e infantil de la señora Hidalia Pérez Montejo y de su recién nacida, 

derivado de la mal praxis en la atención médica que les brindó. 

 

En el periodo prenatal, el Estado debe brindar especial atención, protección y 

cuidados a fin de garantizar los derechos antes mencionados, esto a través de 

servicios médicos de calidad, de tal suerte que la deficiencia con que éstos se 
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presten incide directamente en el desarrollo del infante y pone en peligro la vida 

de la madre. 

 

En el asunto que nos ocupa, a las 08:40 horas del 13 de septiembre de 2010, 

la quejosa acudió con trabajo de parto al citado hospital municipal, en cuya 

área de urgencias se le valoró con 37 semanas de gestación por fecha de 

última menstruación, 7 centímetros de dilatación cervical y borramiento de 

70%, motivo por el que se le refirió al Área de Ginécoobstetricia –evidencia 

3.3– en la que, a las 09:00 horas, el médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez 

indicó se le administrara solución glucosada 5% 500 cc + 5 U de oxitocina a 10 

gotas x’ –evidencia 3.6. 
 

En relación con el uso de oxitocina, es oportuno destacar que de la 

introducción de la Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2-1993, Atención de 

la Mujer Durante el Embarazo, Parto y Puerperio y del Recién Nacido, se 

desprende que prácticas como la inducción del alumbramiento con dicho 

medicamento no aportan beneficios y “sí contribuyen a aumentar la morbilidad 

y mortalidad materno-infantil, por lo que su uso debe quedar limitado a ciertos 

casos muy seleccionados”. 

 

Al respecto, este organismo observó que en la nota médica de las 09:00 horas 

del 13 de septiembre de 2010, el galeno Sánchez Sánchez omitió realizar la 

conducente justificación al indicar oxitocina a la agraviada –evidencia 3.6–, en 

franca contravención de lo previsto en el numeral 5.4.1.4 de la citada Norma 

Oficial Mexicana, en que se establece que: “No debe aplicarse de manera 

rutinaria la inducción y conducción del trabajo de parto normal […] estos 

procedimientos deben tener una justificación por escrito y realizarse bajo 

vigilancia estrecha”. 

 

Sobre la aludida suministración de oxitocina, del dictamen médico 255/11/ que 

se allegó este organismo, se desprende que existió: 

 

mal praxis del doctor Sánchez Sánchez, pues ante un trabajo de parto en fase 

activa, con 7-8 centímetros de dilatación, la ministración de oxitocina para 
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conducción del trabajo de parto no tenía justificación clínica alguna [además] 

no documentó que ameritara regularizar la dinámica uterina en una paciente 

que ya se encontraba en fase activa del trabajo de parto [evidencia 10]. 

 

Aunado a lo anterior, en el citado dictamen médico se afirmó que en un 

embarazo de término, la ministración de oxitocina debe iniciar infundiendo a la 

madre: 2 mU/minuto, es decir, 8 gotas; sin embargo, el galeno Adrián Antonio 

Sánchez Sánchez ordenó una dosis mayor a la recomendada: 5 U de oxitocina 

a 10 gotas x’; acción que incidió en la presentación de la asfixia fetal –

evidencias 3.6 y 10. 
 

Así, con su mencionado proceder, el galeno Sánchez Sánchez se alejó del 

principio de beneficencia y efectos nocivos, previsto en el artículo 4 de la 

Declaración Universal de Bioética y Derechos Humanos, aprobada en 2005 por 

la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura:  

 

Al aplicar y fomentar el conocimiento científico, la práctica médica y las 

tecnologías conexas, se debería potenciar al máximo los beneficios directos e 

indirectos para los pacientes […] y se deberían reducir al máximo los posibles 

efectos nocivos para dichas personas. 
 

 

La falta de justificación escrita para ministrar oxitocina a la señora Hidalia Pérez 

Montejo dio cuenta que el médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez omitió 

adoptar medidas eficaces y apropiadas para mejorar la salud infantil y materna; 

por ende, su actuación resultó contraria al citado artículo 24.3 de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, que trata sobre la abolición de prácticas 

tradicionales perjudiciales para la salud de los menores. 
 

 

En mérito de lo anterior, esta comisión consideró que el médico Adrián Antonio 

Sánchez Sánchez, entonces adscrito al Hospital Municipal Mariano Matamoros 

Bicentenario, violó el derecho a la protección de la salud previsto en el artículo 

4 Constitucional y los diversos a la vida e integridad personal enunciados en los 

citados artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos, en relación al cardinal 10 del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, en agravio de la menor Guerrero Pérez, por cuanto no 

adoptó las medidas positivas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones, 

que razonablemente eran de esperarse para prevenir y evitar el riesgo 

innecesario que el uso de oxitocina suministrada a la quejosa provocó en la 

infante. 

 
 

b) Por otro lado, del expediente clínico se advirtió que el 13 de septiembre de 

2010, el médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez omitió realizar estudios que 

le permitieran corroborar la edad gestacional de la recién nacida Guerrero 

Pérez y, tras ministrar oxitocina a la señora Hidalia Pérez Montejo, no vigiló 

estrechamente la evolución del trabajo de parto; con ello violó los derechos a la 

integridad personal y protección de la salud materna e infantil de las agraviadas 

y contribuyó a la violación del diverso a la vida de la menor. 

 

En este sentido, cabe señalar que en el informe Acceso a Servicios de Salud 

Materna desde una Perspectiva de Derechos Humanos, emitido el 7 de junio 

de 2010 por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se señaló: “la 

provisión de servicios adecuados y oportunos de salud materna es una de las 

medidas principales para garantizar el derecho a la integridad personal de las 

mujeres”. 

 

 

Contrario a lo anterior, este organismo observó que, previo al alumbramiento 

de las 10:30 horas del 13 de septiembre de 2010, la única ocasión en que el 

galeno Adrián Antonio Sánchez Sánchez atendió a la señora Pérez Montejo fue 

a las 09:00 horas de la misma fecha; oportunidad en la que ya contaba con la 

nota médica del 11 de septiembre de 2010, emitida con motivo de la atención 

otorgada a la agraviada en el Hospital Dr. Nicolás San Juan, y el partograma 

del día 13 del mismo mes y año, suscrito por un médico adscrito al área de 

urgencias del nosocomio de su entonces adscripción, para indicar el suministro 

de medicamento sin emitir un diagnóstico propio –evidencias 2 y 3.6– lo que se 
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corroboró con la declaración, en el mismo sentido, rendida ante este organismo 

por el enfermero Jorge Arzate Calzada -evidencia 5.  
 
 

Así, con su ausencia durante una hora con treinta minutos el médico Sánchez 

Sánchez, omitió actuar adecuada y oportunamente, contrario a su deber de 

proteger los mencionados derechos. 

 

La descrita conducta del médico Sánchez Sánchez contravino lo previsto en el 

numeral 5.4.2.1 de la Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2-1993 Atención 

de la Mujer durante el Embarazo, Parto y Puerperio y del Recién Nacido: “El 

control y el trabajo de parto normal debe incluir: la verificación y registro de la 

contractilidad uterina y el latido cardiaco fetal, antes, durante y después de la 

contracción uterina al menos cada 30 minutos”. 

 

Respecto del mencionado término de 30 minutos, previsto como mínimo para la 

supervisión del trabajo de parto en la citada Norma Oficial Mexicana, cabe 

recordar que, del informe rendido por el director del Hospital Municipal Mariano 

Matamoros Bicentenario, la conducción del mismo y su revisión, se indicó: 

“cada 20 minutos de acuerdo a la norma, la experiencia y a los métodos”.  

 

Importancia de supervisión continua que se enfatizó en el dictamen 255/11 

emitido por la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, en el que se estimó que: 

“tratándose de una paciente con conducción mediante oxitocina […] la 

valoración debió realizarse cada 15 minutos […] la ministración de oxitocina 

incrementaba el trabajo de parto […] era de esperarse que la evolución fuese 

más rápida que la usual […] favoreciendo con ella la asfixia fetal” -evidencias 2 

y 10.  

 

Aunado a lo anterior, del mismo expediente clínico se desprendió que el 

médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez omitió realizar estudios que le 

permitieran corroborar la edad gestacional de la menor Pérez Montejo, 

negligencia que constituyó por sí misma un factor de riesgo adicional para el 

binomio materno-fetal, ya que en ningún momento vigiló el comportamiento del 
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trabajo de parto de la paciente, lo que devino en la documentada falta de 

atención continua que se precisaba en el caso que nos ocupa –evidencia 3. 

 

Por lo tanto, las omisiones del médico Adrián Antonio Sánchez Sánchez de 

efectuar estudios adicionales para corroborar la edad gestacional de la menor y 

brindar atención médica continua previa, durante y después del parto, violó los 

derechos a la protección de la salud e integridad personal de la quejosa. 

 

c) Aunado a la documentada mal praxis médica, no pasaron desapercibidas 

para este organismo las condiciones en que, al tiempo de los hechos de queja, 

funcionaba el Hospital Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, en 

Otzolotepec, tales como la falta de personal y la deficiente integración del 

expediente clínico instrumentado con motivo de la atención brindada a la 

señora Hidalia Pérez Montejo, que si bien no incidieron en la muerte de la 

recién nacida, en su conjunto sí contribuyeron a la violación a derechos 

fundamentales.  

 

Se afirmó lo anterior toda vez que en la Observación General 14 del Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las 

Naciones Unidas se ha establecido que los elementos esenciales e 

interrelacionados del derecho a la salud son: disponibilidad, accesibilidad, 

aceptabilidad y calidad; necesarios para garantizar el disfrute del más alto nivel 

posible de salud. 

 

De esa observación se desprende que la disponibilidad se refiere a que los 

nosocomios cuenten con suficientes bienes, servicios públicos, médicos y 

personal profesional capacitado; la accesibilidad supone que los bienes y 

servicios de salud deben estar al alcance geográfico de la población, y que el 

acceso a la información implica el derecho de los pacientes y sus familiares 

para solicitar y obtener datos ciertos sobre su salud; la aceptabilidad se refiere 

a que los establecimientos, bienes y servicios de salud deben conducirse 

conforme a la ética médica y ser sensibles a los requisitos del género y ciclo de 

vida para mejorar las condiciones de salud; y por cuanto hace a la calidad, ésta 
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requiere que los bienes y servicios de salud sean apropiados desde el punto de 

vista científico y de buena calidad, otorgados por médicos capacitados. 

 

Sin embargo, en el asunto que nos ocupa, de la conclusión cuarta a que arribó 

la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, meridianamente se desprendió que 

el Hospital Municipal Mariano Matamoros Bicentenario no funcionaba acorde a 

los referidos elementos esenciales e interrelacionados del derecho a la salud: 

“apreciamos incumplimiento a la normativa sanitaria vigente pues […] no se 

contaba con personal suficiente e idóneo para atender las áreas de 

hospitalización y consulta externa”.  

 

En relación con lo anterior, este organismo observó que, posterior al parto, la 

señora Hidalia Pérez Montejo presentaba datos compatibles con restos 

ovulares hacia el orificio cervical interno, y por ello se indicó intervención 

quirúrgica consistente en un legrado instrumentado, que no le fue practicado 

por carencia de anestesiólogo. Si bien, del expediente no se desprendió que la 

práctica de ese legrado fuera urgente, ese hecho sí dio cuenta de la falta de 

personal médico adecuado y capacitado, como destacó la Comisión Nacional 

de Arbitraje Médico. 

 

Por cuanto hace a la integración del expediente clínico sobre la atención 

brindada a la señora Hidalia Pérez Montejo, se apreciaron diversas 

abreviaturas,  falta de firmas, nombres y horas incompletas –evidencias: 3.9, 

3.12 y 3.14. En clara contravención a lo previsto en la Norma Oficial Mexicana 

168-SSA1-1998 del Expediente Clínico: 

 

5.9. Todas las notas del expediente clínico deberán contener fecha, hora, 

nombre completo, así como la firma de quien la elabora. 

 

5.10. Las notas en el expediente deberán expresarse en lenguaje técnico 

médico, sin abreviaturas, con letra legible, sin enmendaduras ni tachaduras y 

conservarse en buen estado. 
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En mérito de lo anterior, esta comisión enfatizó que la relevancia del 

expediente clínico, además de ser un requisito formal en la atención médica, 

estriba en que éste se erige en herramienta indispensable para la atención 

integral preventiva, curativa y rehabilitatoria del paciente; por ello se debe velar 

por su correcta integración. 
 

 

d) Esta defensoría de habitantes no es ajena al hecho que la salud, en tanto 

derecho humano de naturaleza social, está supeditado al principio de 

progresividad, e impone el deber estatal de adoptar las medidas necesarias 

para lograr su respeto, protección y garantía, cuya implementación requiere la 

empresa inmediata y eficaz de acciones tendentes a revertir, al menos en 

niveles esenciales, realidades tales como los previsibles riesgos sanitarios 

documentados en el asunto que nos ocupa. 
 

 

Aunado a lo anterior, cabe recordar que el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, en la citada 

Observación General número 14, precisó:  
 

La disposición relativa a "la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad 

infantil, y el sano desarrollo de los niños" (apartado a) del párrafo 2 del 

artículo 12 se puede entender en el sentido de que es preciso adoptar 

medidas para mejorar la salud infantil y materna, los servicios de salud 

sexuales y genésicos… la atención anterior y posterior al parto, los servicios 

obstétricos de urgencia y el acceso a la información, así como a los recursos 

necesarios para actuar con arreglo a esa información.  

 

La falta de adecuada atención médica a mujeres durante el embarazo es causa 

de alta mortalidad y morbilidad infantil; carencia que es contraria a la especial 

protección aludida en la Convención sobre los Derechos del Niño, y que se 

debe brindar a través de servicios de salud que reúnan los ya mencionados 

elementos básicos de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad.  

 

Cabe recordar que en la Declaración del Milenio, aprobada en el 55° Periodo 

de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
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Unidas, en relación con el desarrollo y la erradicación de la pobreza, se decidió 

reducir para el año 2015 la tasa de mortalidad de los niños menores de cinco 

años en dos terceras partes respecto a las diversas de 2000, es decir, en 

66.6% respecto de sus respectivas tasas registradas a ese entonces. 

 

En este contexto, de conformidad con el Instituto Nacional de Geografía y 

Estadística, la tasa de mortalidad infantil en México al año 2000 era de 19.4 

defunciones por cada 1000 niños nacidos vivos, y para el 2011 era de 13.7. 

 

Respecto de nuestra entidad, el Instituto de Salud del Estado de México, 

registró en el año 2000 una tasa de 23.38 defunciones por cada 1000 

nacimientos, y al 2009, la diversa de 18.84, que implica la disminución de la 

tasa de mortalidad infantil de 19.41% en nueve años. 

 

Por ello, deviene en labor impostergable el que nuestra entidad federativa 

contribuya a lograr el objetivo planteado en esa declaración, para lo que la 

Secretaría de Salud del Estado de México deberá emprender las acciones 

necesarias, que incluya lo relativo a erradicar el uso de prácticas tradicionales 

nocivas para la salud del menor, como la documentada en el caso que nos 

ocupa, y que coartan el logro de esas nobles metas. 

 

e) No escapó a esta comisión que la presunta responsabilidad penal que 

pudiera resultarle al servidor público relacionado con el asunto que nos ocupa 

está siendo investigada por el agente del Ministerio Público adscrito a la Mesa 

Tercera de la Fiscalía Especializada para Combatir Delitos Cometidos por 

Servidores Públicos en Toluca, de la Procuraduría General de Justicia del 

Estado de México, en la carpeta de investigación 070020360107910 –evidencia 

9–, la cual, una vez integrada, resolverá lo que en Derecho proceda. 

 

Vinculado con los precedentes, con absoluto respeto a la autonomía de la 

institución del Ministerio Público, este organismo resolvió enviar copia 

certificada de este documento al representante social, a efecto de que tome en 

consideración las evidencias, razonamientos y ponderaciones formulados en el 

mismo con el fin de que, previo su perfeccionamiento, cuente con mayores 
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elementos de convicción que le permitan determinar la investigación 

emprendida.  

 

Por lo expuesto, esta comisión, respetuosamente, formuló al señor secretario 

de Salud del Estado de México las siguientes: 

 

 

Recomendaciones 

 

Primera. Ordene por escrito a quien corresponda que, a través del mecanismo 

administrativo correspondiente, se evalúe periódicamente el desempeño del 

personal médico adscrito al Hospital Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, 

en Otzolotepec, a fin de evitar mal praxis en el servicio materno infantil. 

 

Segunda. Ordene por escrito a quien competa que los servidores públicos del 

Hospital Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, en Otzolotepec, adopten 

medidas efectivas de prevención que permitan garantizar que los expedientes 

clínicos que generen con motivo de la atención médica que brindan se 

encuentren debidamente integrados, conforme a lo establecido en la legislación 

nacional e internacional, así como en las normas oficiales mexicanas 

correspondientes. 

 

Tercera. Ordene por escrito a quien corresponda, para que en el Hospital 

Municipal Mariano Matamoros Bicentenario, se diseñe e imparta cursos 

integrales de capacitación y formación en materia de derechos humanos, 

principios de ética médica, bioética y atención a los pacientes con perspectiva 

de género, así como del conocimiento, manejo y observancia de las normas 

oficiales mexicanas en materia de salud, esto con el objetivo de evitar actos 

como los que dieron origen al presente documento. 

 

Con relación a este punto, esta comisión le ofreció su más amplia colaboración. 


